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DICTAMEN SINOPSIS PROCESO LEGISLATIVO 

1. De las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público 
y de Justicia, con Proyecto de Decreto que reforma, 
adiciona y deroga diversas disposiciones en materia 
financiera y se Expide la Ley de Agrupaciones Financieras. 

 

  

 

 

1.- Fortalecimiento a CONDUSEF. 

Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios 
Financieros: facultar a la Comisión Nacional para la 
Defensa de los Usuarios de las Instituciones Financieras 
para emitir recomendaciones a estas instituciones y 
hacerlas del conocimiento de sus organismos o 
asociaciones gremiales y el público en general; regular los 
contratos de adhesión y comprobantes de operaciones, 
vigilando que no contengan cláusulas abusivas; e impedir 
la difusión de información errónea de las Instituciones 
Financieras. Prever que la CONDUSEF podrá establecer 
disposiciones secundarias para definir las actividades de 
ofrecimiento y comercialización de las operaciones y 
servicios financieros. Crear el Sistema Arbitral en Materia 
Financiera, a través del cual las Instituciones Financieras 
podrán otorgar al usuario la facilidad de solucionar 
mediante arbitraje controversias sobre operaciones y 
servicios; y la integración del comité especializado en 
materia financiera, con representantes de la CONDUSEF, la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la Comisión 
Nacional de Seguros y Fianzas, la Comisión Nacional del 
Sistema de Ahorro para el Retiro y la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. Reducir los plazos establecidos 
en el proceso de conciliación y fortalecer el alcance del 
dictamen técnico para dotarlo, en los casos que proceda, 
con las características de título ejecutivo. Crear el Buró de 
Entidades Financieras, que contenga información relevante 
para los usuarios acerca del desempeño de éstas en la 
prestación de servicios.  

Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios 
Financieros: obligar a las sociedades financieras populares, 
sociedades financieras comunitarias y sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo, a registrar ante la 
CONDUSEF las comisiones que cobran por los servicios de 
pago y créditos. Permitir a los usuarios, transfieran sus 
créditos a otra entidad financiera. Prohibir a las entidades 
financieras condicionar la contratación de operaciones o 
servicios financieros a la contratación de otra operación o 
servicio.  

 

Iniciativas enviadas por el Ejecutivo Federal el 15 de mayo 
de 2013. (LXII Legislatura) 

 DICTÁMENES CON DECLARATORIA DE PUBLICIDAD 
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Ley de Instituciones de Crédito: obligar a las instituciones 
de crédito a cancelar las operaciones pasivas a solicitud del 
cliente, en un máximo de tres días hábiles y dar a conocer 
a la institución encargada de realizar los trámites de 
terminación, la información necesaria para ello.  

Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de 
los Trabajadores: ampliar el plazo de los créditos que 
otorgue el Instituto. Eliminar el supuesto de no 
endeudamiento en el cierre fiscal del Instituto en el caso de 
las garantías y financiamientos que éste otorgue.  

 

2.- Corresponsales de Ahorro y Crédito Popular. 

Establecer que las Sociedades Financieras Populares, las 
Sociedades Financieras Comunitarias y las Sociedades 
Cooperativas de Ahorro y Préstamo, podrán contratar con 
terceros la prestación de los servicios necesarios para su 
operación, de conformidad con las disposiciones que emita 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así como 
explicitar los elementos que dichas disposiciones deberán 
contener. Establecer que las operaciones que lleven a cabo 
los comisionistas deberán realizarse a nombre y por cuenta 
de las Sociedades Financieras Populares, asimismo, prever 
que éstas responderán por las operaciones que los 
comisionistas celebren por cuenta de dichas Sociedades. 
Facultar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para 
efectuar actos de supervisión, inspección y vigilancia 
respecto de los prestadores de servicios o comisionistas 
que las Sociedades Financieras Populares contraten, así 
como a practicar inspecciones a terceros o bien, ordenar a 
las sociedades realizar auditorías a dichos terceros. 
Establecer que, cuando se incumplan determinadas 
disposiciones legales o pueda verse afectada la operación 
de la Sociedad Financiera Popular o en protección de los 
intereses del público, la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, previo derecho de audiencia de aquélla, podrá 
ordenar la suspensión parcial o total, temporal o definitiva, 
de la prestación de los servicios o comisiones. Establecer 
las prohibiciones que tiene la persona que auxilie a los 
clientes de las Sociedades Financieras Populares en la 
realización de operaciones propias de éstas. Establecer que 
las Sociedades Financieras Populares que acuerden con 
algún tercero la recepción masiva de recursos en efectivo, 
deberán celebrar con dichos terceros, un contrato de 
comisión mercantil. Impulsar el desarrollo del sector de 
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ahorro y crédito popular, en especial el concerniente a las 
Sociedades Financieras Populares, las Sociedades 
Financieras Comunitarias y las Sociedades Cooperativas de 
Ahorro y Préstamo, mediante la incorporación de 
mecanismos que les permitan ampliar su cobertura y 
participar de mejor forma en las acciones de inclusión 
financiera. Establecer límites individuales y agregados a las 
operaciones que se realicen a través de los comisionistas. 
Establecer que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
puede solicitar a los prestadores de servicios, por conducto 
de las Sociedades Financieras Populares, de las Sociedades 
Financieras Comunitarias y de las Sociedades Cooperativas 
de Ahorro y Préstamo, información y documentación 
respecto de los servicios que provean, así como realizar 
visitas de inspección y decretar las medidas que estime 
necesarias para asegurar la continuidad de los servicios 
que las Sociedades proporcionan. Facultar a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para efectuar actos de 
supervisión respecto de los prestadores de servicios o 
comisionistas que las Sociedades contraten. Explicitar los 
requisitos que deberán incluir las publicaciones que haga la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores en su página de 
Internet, respecto de las sanciones que imponga a las 
entidades de ahorro y crédito popular, por infracciones a la 
Ley. En materia de sanciones, crear programas de 
autocorrección con la finalidad de subsanar infracciones no 
graves a la Ley, y Facultar a la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores para abstenerse de imponer las sanciones 
correspondientes, cuando los hechos, actos u omisiones de 
que se trate no revistan gravedad, no haya reincidencia y 
no constituyan un delito. Calificar expresamente las 
conductas o infracciones graves, a efecto de evitar 
discrecionalidad por parte de la autoridad al momento de 
imponer sanciones. Reforzar el sistema de intercambio de 
información de las autoridades financieras nacionales entre 
sí y con autoridades financieras del exterior en ciertos 
supuestos y bajo el principio de reciprocidad.  

3.- Uniones de Crédito. 

Establecer que las operaciones con personas relacionadas, 
sean sometidas a la aprobación previa del Comité de 
Crédito, y una vez aprobadas por el Consejo de 
Administración, se presente a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores copia del acuerdo certificado por el 
Secretario del Consejo, informando de los términos en que 
fueron autorizadas. Prever que tratándose de operaciones 
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por montos inferiores al equivalente en moneda nacional a 
quinientas mil unidades de inversión (UDIS) o el 5% del 
capital pagado de la unión de que se trate, éstas podrán 
ser autorizadas por el Comité de Crédito, debiendo 
informarse al Consejo de Administración sobre su 
celebración, así como a la asamblea ordinaria de 
accionistas. Modificar la limitación que tienen familiares 
hasta el cuarto grado de parentesco para obtener 
financiamiento. Establecer que las operaciones con partes 
relacionadas por un monto igual o menor al equivalente en 
moneda nacional a dos millones de UDIS, podrán ser 
autorizadas por un Comité de Crédito, cuya única función 
sea la de análisis y decisión de estas operaciones. Prever la 
capitalización de las Uniones de Crédito, a través de la 
emisión y suscripción de acciones preferentes hasta por un 
monto equivalente al 25% del capital ordinario. Homologar 
el régimen de la Ley de Uniones de Crédito con el de las 
diversas leyes financieras, a fin de definir de manera clara 
y precisa la prohibición general respecto de la participación 
de gobiernos extranjeros en el capital social de entidades 
financieras en México. Adicionar el concepto de experiencia 
empresarial al perfil de conocimientos necesarios para 
participar en el Consejo de Administración de las Uniones 
de Crédito. Prever que el Comité de Auditoría que asista 
con carácter consultivo al Consejo de Administración, deba 
ser presidido por un consejero independiente. Incluir en el 
catálogo de operaciones permitidas a las Uniones de 
Crédito, el arrendamiento puro de activos. Facultar a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para solicitar al 
comisario que convoque a asamblea e informe a los 
accionistas respecto de la situación que guarde la sociedad; 
así como, para abstenerse de imponer las sanciones 
respectivas, siempre y cuando los hechos, actos u 
omisiones de que se trate no revistan gravedad o no 
constituyan un delito y ampliando los supuestos para 
revocar una autorización. Facultar a la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, para difundir a través de su sitio 
electrónico, las resoluciones que emita como consecuencia 
de la substanciación de los procedimientos administrativos 
de sanción de las Uniones de Crédito. Incluir en la figura de 
los programas de autocorrección a los que podrán sujetarse 
las Uniones de Crédito, con el objeto de subsanar 
incumplimientos a la Ley, siempre que tales conductas no 
sean consideradas como infracciones graves.  
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4.- Banca de Desarrollo. 

Fortalecer y modernizar la operación de la Banca de 
Desarrollo, mediante modificaciones a diversos 
ordenamientos jurídicos, dotándola de mayor autonomía de 
gestión y facilitando el otorgamiento de crédito por parte 
de sus instituciones, así como flexibilizar sus inversiones y 
liberarla de restricciones adicionales a las de la banca 
múltiple. Prever que las instituciones de Banca de 
Desarrollo tendrán por objeto facilitar el acceso al crédito y 
a los servicios financieros, determinando tasas, plazos, 
riesgos de las operaciones y tipos de negocio. Establecer 
que la Banca de Desarrollo debe crear programas para la 
atención de las áreas prioritarias del desarrollo nacional 
que promuevan la inclusión financiera, así como productos 
específicos para atender la perspectiva de género. Prever 
que las instituciones de Banca de Desarrollo deberán 
establecer un manual de remuneraciones, jubilaciones, 
derechos y obligaciones específico para los trabajadores de 
confianza, para lo cual contarán con comités de recursos 
humanos que tomen en cuenta la situación del mercado 
laboral en el sistema financiero mexicano, conforme a los 
criterios que determine la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, que opinarán y propondrán en términos de las 
condiciones generales de trabajo, los tabuladores de 
sueldos y prestaciones, política salarial y el otorgamiento 
de percepciones extraordinarias por el cumplimiento de 
metas sujetas a la evaluación del desempeño; políticas de 
ascensos, promociones y jubilaciones; lineamientos de 
selección, reclutamiento y capacitación; criterios de 
separación; y demás prestaciones económicas y de 
seguridad social establecidas en beneficio de los servidores 
públicos que laboren en cada Sociedad, lo cual deberá 
aprobarse por el Consejo Directivo. Establecer que el 
Subsecretario de Hacienda y Crédito Público será quien 
presida el Comité, contando con voto de calidad en caso de 
empate, que en caso de ausencia del Subsecretario, 
presidirá el Comité y ejercerá el voto de calidad el Titular 
de la Unidad de Banca de Desarrollo. Prever que en las 
inversiones de la Banca de Desarrollo, las instituciones 
podrán realizarlas en el capital social o empresas de 
diversos tipos de sociedades. Facultar al Consejo Directivo 
para emitir normas o bases generales para la contratación 
de servicios, así como para la cesión de activos y pasivos 
de la institución. Considerar que las reuniones del Consejo 
Directivo sean una vez cada dos meses, sesionando 
válidamente con por lo menos la mitad del número de 
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consejeros que integren el Consejo Directivo en cada uno 
de los bancos y la Financiera Rural, siempre y cuando se 
reúnan de entre los consejeros las dos terceras partes de 
los mismos, representando a la serie “A”. Establecer el 
procedimiento para la designación de los delegados 
fiduciarios especiales de los fideicomisos públicos que sean 
considerados entidades paraestatales. Prever que las 
Sociedades Nacionales de Crédito se encuentren facultadas 
para prestar los servicios de asistencia y defensa legal a los 
integrantes de su Consejo Directivo, comités establecidos 
por el mismo o previstos por disposición normativa, así 
como a los servidores públicos que laboren o hubieren 
laborado en la propia institución; con respecto a los actos 
que dichas personas realicen en el ejercicio de las 
funciones que tengan encomendadas por ley y de 
conformidad con los lineamientos que para tal efecto emita 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Prever que en 
aquellos casos en los que se requiera atención inmediata, 
las instituciones de banca de desarrollo podrán otorgar 
créditos considerando integralmente sólo la viabilidad del 
crédito con lo adecuado y suficiente de las garantías, previa 
autorización del Consejo Directivo de la institución. Se 
considera que los cambios jurídicos beneficiarán a la Banca 
de Desarrollo, eliminando restricciones de la Banca Múltiple 
innecesariamente extendidas a ésta; se evitará la 
concentración de capital; se posibilitará la adquisición de 
acciones de otras instituciones de crédito o recibirlas en 
garantía; se permitirá que la Banca de Desarrollo cuente 
con una mayor independencia en la estructura y operación 
de su administración interna.  

Ley Orgánica del Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea 
y Armada: incluir los préstamos a mediano plazo, los 
términos y condiciones del otorgamiento de préstamos y 
otras facultades del Consejo Directivo; eliminar los topes 
máximos de préstamos a corto plazo así como la 
prohibición que impedía el otorgamiento de otro préstamo 
mientras uno anterior permaneciera insoluto.  

Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios 
Públicos: prever que aunado al financiamiento y 
refinanciamiento, se le de apoyo a los proyectos 
relacionados directa o indirectamente con la inversión 
pública o privada. Facultar a BANOBRAS para que pueda 
otorgar garantías y avales sin necesidad de obtener 
autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
en igualdad jurídica con las demás entidades de la Banca 
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de Desarrollo; y para que pueda actuar como fiduciario y 
fideicomisario y realizar operaciones con la propia sociedad 
en cumplimiento de fideicomisos.  

Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Federal: derogar la 
disposición transitoria del Decreto por el que se expide la 
Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Federal, por el que 
se establece que las obligaciones que contrajera la 
Sociedad Hipotecaria Federal a partir del 1 de enero de 
2014, no contarían con la garantía del Gobierno Federal. 
Establecer que el Gobierno Federal responderá en todo 
tiempo, de las operaciones pasivas concertadas por 
Sociedad Hipotecaria Federal, con personas físicas o 
morales nacionales y con instituciones del extranjero 
privadas, gubernamentales e intergubernamentales.  

Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito: establecer 
que el monto total nominal de una emisión de certificados 
de participación será fijado mediante dictamen que formule 
alguna Sociedad Nacional de Crédito, previo peritaje que 
practique de los bienes fideicomitidos materia de esa 
emisión. Considerar que la Sociedad Nacional de Crédito, al 
formular su dictamen y fijar el monto tomará como base el 
valor comercial de los bienes y si se tratare de certificados 
amortizables estimarán sobre éste un margen prudente de 
seguridad para la inversión de los tenedores 
correspondientes.  

5.- Otorgamiento y ejecución de garantías. 

Código de Comercio: fortalecer los procesos mercantiles 
para facilitar el cobro de créditos y la ejecución de 
garantías en caso de incumplimiento; posibilitar al actor 
para que elija la vía en la que ha de ejercitar su acción, en 
los casos en que el crédito cuente con garantía real. 
Obligar al juez a efectuar la notificación de las resoluciones 
que emite, al día siguiente al en que se dicten; y para el 
caso de notificación de admisión de demanda 
reconvencional, esta deberá hacerse personalmente. Incluir 
en las causas de impedimento a las que puede alegar el 
juzgador para no conocer de un proceso, cuando participen 
en la mediación o conciliación. Reducir de “ocho” a “cinco” 
días, el plazo para celebrar la audiencia de admisión de 
pruebas. Admitir recurso de revocación en contra de los 
decretos que impliquen determinaciones de trámite. 
Salvaguardar los derechos del actor en la reconvención, 
cuando la demanda reconvencional sea superior a lo 
requerido para establecerse juicio oral, y brindar la 
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oportunidad al actor para hacerlos valer en la vía ordinaria. 
Facultar al juzgador para que en caso de que no pueda 
resolverse un incidente interpuesto dentro de la audiencia 
de juicio, éste pueda ser resuelto en la sentencia definitiva 
del juicio principal. Dotar de fuerza ejecutoria a los 
documentos públicos en los que consten obligaciones 
exigibles y a los convenios celebrados ante la Procuraduría 
Federal del Consumidor y la Comisión Nacional para la 
Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros. Precisar las providencias precautorias en un 
juicio en materia mercantil (embargo, arraigo y secuestro 
provisional de bienes), establecer los supuestos en los que 
proceden, así como los requisitos. Permitir acceso al 
acreedor a sus bienes embargados, a fin de practicar 
avalúos y probar la suficiencia para el pago del adeudo.  

Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito: establecer 
que cuando las partes hubieren pactado la transferencia de 
propiedad del efectivo, cuando exista un incumplimiento de 
las obligaciones garantizadas, el acreedor prendario 
conservará el efectivo, hasta por la cantidad que importen 
las obligaciones garantizadas, sin necesidad de que exista 
un procedimiento de ejecución o resolución judicial, 
extinguiéndose éstas por dicho monto.  

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación: regular la 
competencia de los Juzgados de Distrito que se 
especializarán en materia mercantil.  

6.- Concurso Mercantiles. 

Adicionar los principios de “trascendencia”, “economía 
procesal”, “celeridad”, “publicidad” y “buena fe”, bajo los 
cuáles, el juez y los demás sujetos del proceso deberán 
regir sus actuaciones. Establecer el concepto de “firma 
electrónica”, entendida como el medio de ingreso al 
sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación, 
como opción para intervenir en diferentes etapas del 
proceso judicial. Permitir a cualquier persona solicitar al 
juez información sobre el procedimiento de concurso 
mercantil, en virtud de que éste es un procedimiento 
público. Establecer que los comerciantes que formen parte 
del mismo grupo societario, podrán solicitar la declaración 
judicial conjunta de concurso mercantil. Adicionar a los 
anexos que se deben acompañar en la solicitud de 
declaración de concurso mercantil, la obligación de 
presentar propuesta de convenio preliminar de pago a 
acreedores y de conservación de la empresa, así como los 
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acuerdos corporativos sobre el concurso mercantil, en caso 
de personas morales. Otorgar al acreedor, la posibilidad de 
solicitar el concurso mercantil iniciando directamente en 
etapa de quiebra. Establecer que los titulares de los 
órganos jurisdiccionales serán responsables de vigilar la 
digitalización de todas las promociones y documentos que 
se presenten. Permitir que el comerciante pueda solicitar al 
juez la contratación inmediata de créditos indispensables 
para mantener la operación de la empresa durante la 
tramitación del concurso mercantil. Prever la posibilidad de 
que los acreedores que representen el 10% del pasivo a 
cargo del comerciante, podrán nombrar a un interventor. 
Facultar a los acreedores, interventores, comerciantes o 
accionistas, a ejercer la acción de responsabilidad. 
Disminuir la cantidad mínima de acreedores reconocidos 
que podrán solicitar al juez, prórroga de la etapa de 
conciliación, así como la ampliación de ésta. Facultar a 
comerciantes y acreedores para designar de común 
acuerdo, a la persona física o moral que fungirá como 
conciliador. Establecer reglas a seguir para el proceso de 
suscripción del convenio, cuando se trate de créditos 
colectivos cuyos títulos o instrumentos hayan sido emitidos 
a través del mercado de valores. Crear la figura de 
“acreedores subordinados”, mismos que serán aquéllos que 
designe el comerciante, aquéllos cuyos créditos no 
hubieren sido reconocidos dentro de los plazos que maraca 
la ley, o aquéllos acreedores titulares de créditos sin 
garantía real. Adicionar a la ley, un Título relativo a la 
responsabilidad de los administradores, entendiéndose por 
éstos, los miembros del consejo de administración y los 
empleados relevantes del comerciante, así como establecer 
los supuestos bajo los cuáles, dichos administradores 
incurrirán en responsabilidad. Sancionar de tres a doce 
años de prisión, al administrador o representante legal del 
comerciante que realice cualquier acto u operación ilícita 
que genere un daño en el patrimonio del comerciante, en 
beneficio propio o de terceros. Otorgar al Consejo de la 
Judicatura Federal, un plazo de ciento ochenta días 
naturales, para emitir los acuerdos que considere 
necesarios a efecto de establecer las bases que permitan el 
correcto funcionamiento del juicio a través de medios 
electrónicos.  
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7.- Almacenes y SOFOMES. 

Reordenar el marco regulatorio aplicable a las Sociedades 
Financieras de Objeto Múltiple (SOFOM), y el marco de 
inversión extranjera vigente, al sistema financiero. 
Establecer el requisito para ser considerada SOFOM, así 
como para tener acceso a los beneficios fiscales, el registro 
ante la Comisión para la Protección y Defensa al Usuario de 
Servicios Financieros (CONDUSEF). Será obligación de las 
SOFOM, mantener actualizada su información ante la 
CONDUSEF, pudiendo cancelar el registro por su 
incumplimiento. Facultar a la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores (CNBV) y al Banco de México, para requerir 
información a las SOFOM, para el adecuado desempeño de 
sus funciones; asimismo, establecer la atribución de la 
CONDUSEF para solicitar información a las SOFOM, con 
fines estadísticos. Actualizar los aspectos regulatorios 
aplicables a las casas de cambio. Eliminar la restricción a la 
inversión extranjera. Establecer los capitales mínimos que 
deberán contar las casas de cambio y los almacenes 
generales de depósito. Prever los requisitos para las 
personas que desempeñen el papel de bodegueros 
habilitados. Modificar los procedimientos de remate de 
mercancías en caso de abandono o incumplimiento por 
parte de los depositantes. Crear el Sistema de Información 
de Almacenamiento de Productos Agropecuarios, que 
dependa de la SAGARPA, así como un Registro Público, 
denominado Registro Único de Certificados, Almacenes y 
Mercancías (RUCAM) que estará a cargo de la Secretaría de 
Economía. Prohibir la participación de gobiernos 
extranjeros en el capital social de entidades financieras en 
territorio nacional. Incrementar el monto de las multas que 
pueden ser impuestas, a efecto de inhibir la comisión de 
conductas infractoras. Facultar a la CNBV para establecer 
las conductas que se consideran nocivas para el sano 
desarrollo y funcionamiento del sistema financiero. Facultar 
a la CNBV para llevar a cabo visitas de inspección a 
emisoras de valores inscritos en el Registro Nacional de 
Valores.  

8.- Liquidación Bancaria. 

Ley de Instituciones de Crédito: Establecer un esquema 
específico para el tratamiento de instituciones bancarias 
insolventes, entendidas como aquellas cuyos activos sean 
insuficientes para cumplir con sus obligaciones de pago. 
Crear el proceso de liquidación judicial bancaria, que 
permite maximizar la recuperación del valor de los activos 
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de una institución bancaria que presente problemas de 
insolvencia. Establece causales de revocación e inicio del 
proceso, mismo que se actualizará cuando los activos de la 
institución bancaria de que se trate, no sean suficientes 
para cubrir sus pasivos, de conformidad con un dictamen 
que elabore la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, o 
en su caso, el Instituto para la Protección al Ahorro 
Bancario, quien fungirá como liquidador judicial. Prever el 
plazo para llevar a cabo el procedimiento de 
reconocimiento de créditos, mismo que no puede exceder 
de cincuenta y cinco días contados a partir de que la 
institución sea declarada en liquidación judicial. En materia 
de enajenación de activos, establecer que durante todo el 
procedimiento el IPAB informará al juez que conozca del 
proceso, sobre los procesos que se lleven a cabo para la 
enajenación de los bienes de la institución. Modificar el 
orden de prelación de pago que existe actualmente en la 
liquidación administrativa e incluirla en los mismos 
términos en el proceso de liquidación judicial.  

Establecer que ningún Juez podrá suspender la ejecución 
de las resoluciones que se dicten en el proceso de 
liquidación judicial, únicamente cuando lo solicite el IPAB y 
que dicha ejecución pudiese causar daños y perjuicios de 
difícil reparación. Se establecen disposiciones relacionadas 
con la responsabilidad patrimonial del Estado. Tipificar 
como delito ciertas conductas que pudieran realizarse en 
relación con los supuestos de la liquidación judicial, como 
son: la alteración de contabilidad, la realización de algún 
acto que cause la extinción del capital de la institución de 
banca múltiple; solicitar el reconocimiento de un crédito 
inexistente dentro del procedimiento de liquidación; entre 
otros. En materia de resoluciones bancarias, modificar los 
plazos de audiencia para la revocación, establecer plazos 
diferenciados para que las instituciones de banca múltiple 
manifiesten lo que a su derecho convenga. Incorporar la 
opción de llevar a cabo operaciones de transferencia de 
activos y pasivos a un Banco Puente, en aquellos casos en 
los que le Comité de Estabilidad Bancaria determine. 
Eliminar el requisito de que el depositante tenga que 
presentar una solicitud de pago por concepto de 
obligaciones garantizadas, especificando que dicho pago se 
realizará con base en la información que los bancos 
clasifican en sus sistemas. Sustituir el nombre de Comité 
de Estabilidad Financiera por el de Comité de Estabilidad 
Bancaria. Establecer que en caso de que el IPAB no cuente 
con el personal suficiente, a solicitud de la Junta de 
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Gobierno del Instituto, se comisione temporalmente a 
personal de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y 
del Banco de México para auxilio de éste. Integra un 
método de resolución específico para el tratamiento de 
instituciones de banca múltiple ilíquidas cuyo cumplimiento 
de pagos pudiera tener efectos sistémicos, a criterio del 
Comité de Estabilidad Bancaria. Crear el Comité de 
Regulación de Liquidez Bancaria, encargado de dictar las 
directrices sobre las cuales se determinarán los 
requerimientos de liquidez que deberán cumplir las 
instituciones de banca múltiple. Facultar a la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores para ordenar a las 
instituciones de banca múltiple requerimientos de capital, 
adicionales a los previstos en la Ley de Instituciones de 
Crédito; y para establecer medidas aplicables a las 
instituciones de crédito a efecto de incentivar la 
canalización de mayores recursos al financiamiento del 
sector productivo. Prohibir la participación de gobiernos 
extranjeros en el capital social de instituciones de banca 
múltiple en México. Homologar las disposiciones aplicables 
a la participación de gobiernos extranjeros para que sean 
aplicables también a las filiales de instituciones financieras 
del exterior.  

Ley de Concursos Mercantiles: Modificar la denominación y 
las disposiciones del Capítulo II del Título Octavo “Del 
concurso mercantil de las instituciones de crédito” por el de 
“Del concurso mercantil de las Instituciones Financieras”, a 
efecto de que sean aplicables a instituciones financieras 
cuyas leyes que las regulan remitan expresamente a dichos 
dispositivos y extraer de su ámbito de aplicación a las 
instituciones de banca múltiple.  

Ley de Protección del Ahorro Bancario: Derogar diversas 
disposiciones relativas al pago de obligaciones garantizadas 
y a la enajenación de bienes por parte del IPAB, en razón 
de que éstas se integrarán a la Ley de Instituciones de 
Crédito. Prever que el IPAB establezca el tratamiento de 
cuentas mancomunadas o que tengan más de un titular.  

Ley del Mercado de Valores: Establecer que el Gobierno 
Federal podrá otorgar recursos al SAE dentro de los 
procedimientos de liquidación o concurso mercantil en los 
que se desempeñe como liquidador o síndico éste último.  
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9.- Fondos de Inversión. 

Ley de Sociedades de Inversión: modificar la denominación 
del ordenamiento jurídico, para quedar como “Ley de 
Fondos de Inversión”, asimismo, actualizar la 
denominación de “sociedades de inversión” por “fondos de 
inversión”, (salvo las sociedades de inversión 
especializadas en fondos para el retiro), e integrar 
conceptos relacionados con su naturaleza jurídica. Definir 
los fondos de inversión, como una sociedad anónima de 
capital variable con el objeto exclusivo de adquirir o vender 
Activos a persona indeterminada a través de servicios de 
intermediación financiera, sujetándose a la supervisión, 
regulación y sanción de la Comisión Nacional de los 
Sistemas de Ahorro para el Retiro. Establecer un 
procedimiento expedito y flexible para la escisión de 
sociedades y concentrar en ellas, activos de los que no fue 
posible realizar valuación. Crear un subtipo de sociedad 
anónima similar al plasmado en la Ley del Mercado de 
Valores respecto de las sociedades anónimas bursátiles, 
conservando la naturaleza societaria de estas entidades 
financieras. Permitir que las sociedades de inversión, se 
constituyan ante la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, solo con un socio fundador, que será una sociedad 
operadora de sociedades de inversión y tendrá a su cargo: 
la toma de decisiones que corresponden a la asamblea de 
accionistas y las funciones del consejo de administración. 
Otorgar a los accionistas de las sociedades de inversión, 
únicamente derechos patrimoniales sin que puedan decidir 
el rumbo de ésta. Actualizar la regulación de los órganos 
societarios de las sociedades operadoras de sociedades de 
inversión, sociedades distribuidoras de acciones de 
sociedades de inversión y sociedades valuadoras de 
acciones de sociedades de inversión. Fijar las reglas para la 
participación del auditor externo en las sociedades de 
inversión. Permitir a las sociedades de inversión, elegir la 
distribuidora o entidad en que deseen depositar sus 
acciones para su custodia y distribución, precisando el 
alcance y responsabilidad en la prestación de dichos 
servicios. Homologar conceptos y normas establecidas en 
leyes relativas al sistema financiero mexicano, y a los 
procedimientos administrativos de sanción de la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores relativas a incorporar 
sanciones que se considerarán como graves, adicionar el 
ejercicio de la facultad de amonestar, posibilitar la 
divulgación de sanciones impuestas, incorporar el régimen 
de programas de autocorrección e incrementar el monto de 
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las multas a infracciones que consistan en realizar 
operaciones prohibidas o no autorizadas, exceder 
porcentajes máximos o no respetar los mínimos previstos 
en las normas de carácter general derivadas de éste 
ordenamiento, pasando de “100 a 10,000” a “10,000 a 
100,000” días de salario mínimo.  

Ley del Mercado de Valores: Incluir la inscripción en el 
Registro Nacional de Valores, de los fondos de inversión 
constituidos y organizados en términos de la Ley de Fondos 
de Inversión, así como los actos que la misma ley indique 
deban ser inscritos, como son los asientos y anotaciones 
registrales relativos a su constitución, así como a sus 
demás hechos y actos corporativos. Se establece que la 
sección del Registro en la que se inscriban los fondos de 
inversión, se llevará mediante la asignación de folios 
electrónicos por cada fondo de inversión, en los que 
constarán los asientos relativos a la constitución, 
revocación, fusión, escisión y demás actos de carácter 
registral, relativos a los fondos de inversión; así como un 
apéndice por cada folio, en el que se incorporen las actas 
del consejo de administración de la sociedad operadora de 
fondos de inversión que les proporcione servicios de 
administración que hayan servido de base para llevar a 
cabo la inscripción de que se trate.  

10.- Mercado de Valores. 

Adicionar un régimen especial mediante el cual las 
emisoras de valores puedan realizar ofertas públicas 
dirigidas a determinada clase de inversionistas. 
Incrementar de “3” a “10” años, el plazo otorgado para que 
las Sociedades Anónimas Promotoras de Inversión Bursátil 
modifiquen su modalidad a Sociedades Anónimas 
Bursátiles. Establecer al capital contable, con un mínimo de 
doscientos cincuenta millones de unidades de inversión, 
como la medida para cuantificar el valor para que las 
sociedades anónimas promotoras de inversión bursátil 
deban transformarse en sociedades anónimas bursátiles. 
Otorgar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
(CNBV), la emisión de atribuciones tendientes a 
incrementar la transparencia, la efectividad de controles 
internos que permitan determinar responsabilidades de la 
administración, entre otras. Establecer normas a las que 
deberán sujetarse las instituciones de crédito y casas de 
bolsa, respecto de la prestación de servicios de inversión a 
sus clientes. Facultar a la CNBV para regular la actuación 
de las instituciones de crédito y casas de bolsa en 
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determinadas materias, y para supervisar a los asesores en 
inversiones que proporcionen de manera habitual y 
profesional, servicios de administración de cartera de 
valores u otorguen asesoría de inversión. Establecer que 
las sociedades que administran sistemas para facilitar 
operaciones con valores puedan prestar sus servicios a 
inversionistas nacionales o extranjeros. Facultar a la CNBV, 
para emitir normas relativas a controles internos, 
prevención de conflictos de interés, prácticas societarias y 
de auditoría, transparencia y equidad, dirigidas a todos los 
agentes que participan en el mercado de valores; para 
permitir la celebración de acuerdos con bolsas de valores 
del exterior. Eliminar la limitación que restringe a cada 
accionista, ser propietario de una sola acción. Establecer 
que los subyacentes de los títulos opcionales, puedan ser 
determinados por el Banco de México. Explicitar que los 
derechos para designar comisarios y consejeros en las 
sociedades anónimas bursátiles y sociedades anónimas 
promotoras de inversión, se podrán ejercer por cada diez 
por ciento de acciones representadas en el capital social de 
la sociedad. Obligar a las emisoras a llevar un control sobre 
las personas que tengan acceso a información relevante, 
así como aquellas con valores inscritos en el Registro 
Nacional de Valores, a informar a la CNBV y a la bolsa en la 
que listen sus valores, los eventos relevantes o información 
relativa a movimientos inusitados en el mercado. 
Incorporar las reglas que la CNBV deberá valorar en la 
imposición de sanciones, así como disposiciones 
relacionadas con multas, faltas graves y el régimen de 
programas de autocorrección.  

11.- Sanciones e Inversión Extranjera. 

Facultar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
(CNBV) para difundir a través de su portal de Internet las 
resoluciones que emita como consecuencia de la 
substanciación de los procedimientos administrativos de 
sanción; elaborar y publicar estadísticas de las entidades y 
mercados financieros, indicadores de solvencia, estabilidad 
y liquidez, así como para publicar muestras representativas 
de bases de datos; y ordenar medidas correctivas, respecto 
de diversos aspectos en materia prudencial, registros 
contables y estados financieros, así como en relación con el 
cálculo del índice o nivel de capitalización. Facultar a la 
Junta de Gobierno de la CNBV para revocar las 
autorizaciones de las entidades que dicho órgano colegiado 
haya otorgado. Prever el fortalecimiento del régimen de 
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intercambio de información de la CNBV con autoridades 
financieras del exterior, por lo que podrá brindar 
información que se encuentre protegida por disposiciones 
de confidencialidad, siempre que haya un acuerdo en 
donde se contemple el principio de reciprocidad. Facultar a 
la CNBV para realizar visitas de inspección a emisores con 
valores inscritos en el Registro Nacional de Valores o 
tratándose de filiales, para procurar el mejor entendimiento 
entre las autoridades financieras. Delimitar la restricción 
consistente en contar con la ciudadanía mexicana por 
nacimiento y no haber adquirido otra nacionalidad, para ser 
Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 
Considerar en la Ley para Regular las Sociedades de 
Información Crediticia, la facultad de la CNBV para 
abstenerse de imponer las sanciones respectivas. Prever la 
liberación de los límites a la inversión extranjera en 
entidades financieras. Establecer medidas para fortalecer la 
actividad supervisora y el marco normativo que regula la 
imposición de sanciones administrativas a los participantes 
en los Sistemas de Ahorro para el Retiro. Establecer que 
para poder participar en entidades financieras en México, 
las personas oficiales extranjeras deberán además de no 
ejercer funciones de autoridad, acreditar la independencia 
de sus órganos de decisión.  

12.- Agrupaciones Financieras. 

Crear un ordenamiento jurídico que tenga por objeto 
regular las bases de organización de las Sociedades 
Controladoras y el funcionamiento de los Grupos 
Financieros, así como establecer los términos bajo los 
cuales habrán de operar, buscando la protección de los 
intereses de quienes celebren operaciones con las 
entidades financieras integrantes de dichos Grupos 
Financieros. Establecer la posibilidad de que la Sociedad 
Controladora pueda realizar inversiones indirectas, a través 
de Subcontroladoras, en entidades financieras que integren 
el Grupo Financiero de que se trate, así como en otras 
entidades financieras sobre las cuales no tengan el control 
y por tanto no sean consideradas como integrantes del 
respectivo Grupo Financiero. Realizar mejoras sustanciales 
en Gobierno Corporativo, con la finalidad de contar con una 
estructura solida que establezca los principios y normas 
para la organización de dichas sociedades, así como la 
constitución y funcionamiento de los Grupos Financieros, 
mediante una adecuada integración de los órganos de la 
sociedad, tales como el consejo de administración y la 
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dirección general. Implementar mejoras en procedimientos 
administrativos para fortalecer los actos corporativos que 
se pueden llevar a cabo en un Grupo Financiero, como son 
la incorporación, separación y fusión al precisar los 
requisitos necesarios para obtener las autorizaciones 
correspondientes. Reforzar las facultades de las 
autoridades encargadas de la supervisión de los Grupos 
Financieros, para que mediante instrumentos de 
colaboración que al efecto elaboren, y el intercambio 
efectivo de información tanto entre autoridades nacionales 
como extranjeras, se logre una supervisión consolidada 
efectiva. Facultar a la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público para emitir disposiciones que establezcan las 
medidas correctivas que deberán cumplir las Sociedades 
Controladoras, a en de asegurar que las entidades 
financieras integrantes del Grupo Financiero de que se 
trate, cumplan con los requerimientos previstos en sus 
respectivas leyes especiales, señalando un catálogo de las 
medidas correctivas que se pudieran implementar. Facultar 
al ejecutivo Federal para constituir consejos que sirvan 
como foro de coordinación de las medidas y acciones que, 
en el ámbito de sus respectivas atribuciones, deban realizar 
o implementar la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, 
las dependencias o entidades de la Administración Pública 
Federal respectivas y el Banco de México. Crear el Consejo 
de Estabilidad del Sistema Financiero, como un órgano de 
coordinación permanente, evaluación y análisis que vele 
por la seguridad del sistema financiero del país.  

13.- Crédito Garantizado. 

Establecer la figura del acreedor subrogante, que será 
titular de los derechos de la entidad con quien se haya 
contratado un nuevo crédito garantizado, mediando el pago 
del primer crédito anticipadamente, con el fin de 
incrementar la competencia entre acreedores y mejorar las 
condiciones de financiamiento para los deudores. Otorgar 
el carácter de Acreedor Subrogado a una sociedad 
financiera de objeto múltiple de las reguladas por tener 
vínculos con una institución de banca múltiple. Permitir 
fungir como acreedores subrogados, siempre que hayan 
cumplido con los requisitos legales, al Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, al Fondo de 
la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado y al Instituto de Seguridad 
Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. Disminuir los 
costos de transacción para la Subrogación de Deudor y la 
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Subrogación de Acreedor a cargo de la Secretaria de 
Economía, mediante la celebración de convenios de 
coordinación con los Estados y municipios. Establecer que 
en caso de Subrogación de Acreedor, el acreedor 
subrogado deberá observar las disposiciones aplicables a 
las Entidades, entendidas como aquellas empresas 
mercantiles, que directamente o a través de figura jurídica, 
se dediquen habitualmente al otorgamiento de créditos 
garantizados. Fijar en caso de incumplimiento multa 
administrativa de “15,000 a 21,000” días de salario 
mínimo, calculada en la fecha de la infracción, que será 
impuesta por la Comisión Nacional para la Protección y 
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros respecto 
de las entidades financieras, y por la Procuraduría Federal 
de Protección al Consumidor respecto de las demás 
Entidades. Prever la hipótesis de que si en la contratación 
del Crédito Garantizado se ofrece al deudor un seguro con 
cargo a éste, el costo y consentimiento para contratar 
dicho seguro deberá constar expresamente en la misma 
sección en la que habrá de recabarse su consentimiento; y 
que si tal seguro es un requisito para la contratación del 
crédito, se deberá informar al deudor que la contratación 
es opcional con la Entidad. 
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DICTAMEN SINOPSIS PROCESO LEGISLATIVO 

1. De la Comisión de Energía, con Proyecto de Decreto por 
el que se reforma el artículo 23 de la Ley para el 
Aprovechamiento de Energías Renovables y el 
Financiamiento de la Transición Energética. 

 

Incluir a la investigación como objetivo primordial de la 
Estrategia Nacional para la Transición Energética y el 
Aprovechamiento Sustentable de la Energía. 

  

Iniciativa presentada por la Dip. Yesenia Nolasco Ramírez 
(PRD) el 2 de abril de 2013. (LXII Legislatura) 

Declaratoria de Publicidad emitida el 03 de septiembre de 
2013. (LXII Legislatura) 

2. De la Comisión de Régimen, Reglamentos y Practicas 
Parlamentarias, con Proyecto de Decreto que reforma el 
artículo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Modificar la denominación de la Comisión de Reforma 
Agraria de la Cámara de Diputados, por “Comisión de 
Desarrollo Agrario”. 

  

Iniciativa presentada por la Dip. Gisela Raquel Mota 
Ocampo, y suscrita por Diputados integrantes de la 
Comisión de Reforma Agraria el 26 de febrero de 2013 
(LXII Legislatura) 

Declaratoria de Publicidad emitida el 03 de septiembre de 
2013. (LXII Legislatura) 
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